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Resumen

El derecho a la seguridad jurídica y de motivación se consagra en la Constitución de

la República del Ecuador, desde su vigencia en el año 2008, cuya aplicación prevalece

sobre cualquier otro ordenamiento jurídico en el país. Sin embargo, se menciona al Código

Orgánico Administrativo, Código Orgánico General de Procesos, Ley Orgánica del Servicio

Público, así como otros preceptos legales que regulan la debida aplicabilidad en el presente

estudio de caso.

El reconocimiento de los derechos constitucionales en nuestra legislación es de gran

importancia, ya que, garantiza que aquellos actos administrativos expedido por autoridad

competente cumplan los requisitos de validez para que el respeto y aplicabilidad a la

seguridad jurídica prevalezca.

Es así, que la vulneración del derecho a la seguridad jurídica y de motivación en un

acto administrativo surge como tema de investigación en el presente estudio de caso. Donde

se analiza de manera detallada la acción de protección y la acción de plena jurisdicción o

subjetiva. Vías idóneas para acudir ante los derechos transgredidos.

La acción de protección planeada por el señor Christian Gonzalo Orozco Taco en

virtud que alega la violación de sus derechos en un acto administrativo, la explicación de la

acción de personal y el análisis de los jueces constitucionales, han sido desarrollados en la

presente investigación.
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Glosario de términos

Acción

Denota el derecho que se tiene a pedir alguna cosa o la forma legal de ejercitar éste.

(Cabanellas de Torres, 2012)

Autoridad

La persona revestida de algún poder, mando o magistratura. (Cabanellas de Torres, 2012)

Constitución

Se define como la ley suprema de organización jurídica de un país, relacionada con la

estructura y funcionamiento del Estado, así como relativa al régimen político de éste, la

cual condiciona la validez de todas las demás leyes. (Lassalle, 1995)

Derechos humanos

Los Derechos Humanos aparecen como un conjunto de facultades e instituciones que, en

cada momento histórico, concretan las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad

humanas, las cuales deben ser reconocidas positivamente por los ordenamientos jurídicos a

nivel nacional e internacional. (Pérez Luño, 2003)

Derechos fundamentales

Derechos que, por ser inherentes a la dignidad humana y por resultar necesarios para el

libre desarrollo de la personalidad, son normalmente recogidos por las constituciones

modernas asignándoles un valor jurídico superior. (Diccionario de la lengua española,

2020)

Juicio

El juicio es el conjunto de actos que se llevan a cabo ante un órgano del Estado, es decir, un

juzgador, para que éste, con base en hechos probados y mediante la aplicación del derecho,

resuelva un conflicto o controversia suscitados entre dos o más sujetos con intereses

opuestos. (Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2005)

Justicia

La idea de justicia consiste en una cierta aplicación de la idea de igualdad. Todo consiste en

definir esta aplicación de tal manera que, aun constituyendo el elemento común de las

diversas concepciones de justicia, permita sus divergencias. (Perelman, 1964)

Norma jurídica
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Regla de conducta dictada o promulgada por un poder legítimo para regular la conducta

humana por medio de una prescripción, autorización o prohibición. (Diccionario de

términos parlamentarios, s.f.)

Seguridad jurídica

Cualidad del ordenamiento jurídico que implica la certeza de sus normas y,

consiguientemente, la previsibilidad de su aplicación. (Diccionario de la lengua española,

2020)

Vulneración

Se hace de forma positiva y negativa, pues la primera ocurre cuando las personas que en

ejercicio de sus funciones administrativas o judiciales operan mediante actos y actuaciones,

en forma directa y con intención de violar los derechos establecidos en la Constitución y en

los instrumentos internacionales; la segunda, ocurre cuando estos omiten hacer algo,

absteniéndose de hacer o de declarar algo o no ejecutando una orden o disposición, siendo

la omisión la insuficiencia en la actuación de la autoridad pública, misma que puede

obedecer a mala fe, a la intención de causar daño o al desconocimiento de la forma como se

debe realizar el acto. (Huilca Cobos, 2010)
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Listado de Abreviaturas y Siglas

CRE: Constitución de la República del Ecuador

COA: Código Orgánico Administrativo

LOSEP: Ley Orgánica del Servicio Público

Corte IDH: Corte Interamericana de Derechos Humanos
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Introducción

El estudio de caso trata de una acción de personal, por medio de aquella, la primera

autoridad de Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Guaranda autoriza el cese de

funciones del señor Christian Gonzalo Orozco Taco, quien ocupaba el cargo de Jefe de

Cultura y Deporte. En el mencionado documento se hace una breve explicación del porqué

de su salida de la institución, haciendo mención a las atribuciones del alcalde y de igual

manera de los artículos que ampara el cese de sus funciones en la Ley Orgánica del

Servicio Público, así como en el Reglamento de la LOSEP.

En virtud de lo acontecido, se estudia si el acto administrativo emitido por la

autoridad competente cumple con los requisitos que se establece en la normativa. De igual

manera, se analiza si la acción de protección planteada por el señor Orozco fue la vía

idónea para presentar el reclamo de los derechos vulnerados.

Para dar repuesta ante lo sucedido por parte de la administración pública y el señor

Orozco, el presente estudio de caso se ha desarrollado en cuatro capítulos que buscan

encontrar respuestas que sean acordes a la ley, doctrina y jurisprudencia.

El primer capítulo, se expone de manera detallada la presentación del caso y se

plantea los objetivos de análisis. El segundo capítulo, con la contextualización del caso, se

desarrolla con la fundamentación teórica los objetivos planteados. El capítulo tercero, se

describe el trabajo realizado y la metodología utilizada. El capítulo cuarto, demuestra el

resultado de la investigación y los impactos de la misma.
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Capítulo I

Planteamiento del caso a ser investigado

La causa a desarrollarse dentro del estudio de caso se la realiza con el objetivo de

analizar los derechos supuestamente vulnerados del señor Christian Orozco a quien se le

cesa de las funciones como Jefe de Cultura y Deporte del Gobierno Autónomo

Descentralizado del Cantón Guaranda, a través de la acción de personal No.

2093-DTH-GADCG, de fecha 17 de mayo de 2019, emitida por el Alcalde del catón

Guaranda, el señor Luis Medardo Chimbolema, misma que es impugnada en vía

constitucional, a través de una acción de protección, por falta de motivación.

Por lo expuesto, el señor Orozco interpone su demanda alegando que la acción de

personal carece de este requisito de validez. La acción, se basa en que un acto

administrativo debe respetar la garantía del debido proceso, amparado en la Constitución de

la República del Ecuador (en adelante CRE) artículo 76 numeral 7 letra l), el cual establece

que las resoluciones, fallos y actos administrativos deben estar motivados, y aquellos que

carezcan de dicha motivación se consideran nulos.

De igual manera, se analizará el derecho a la seguridad jurídica, como consecuencia

de lo antes mencionado, teniendo en cuenta que la seguridad jurídica se fundamenta en el

respeto a la Constitución y sus normas.

Se analizará además los derechos presuntamente vulnerados desde el punto de vista

administrativo y su valoración en el proceso en vía judicial.

Los datos generales del caso analizado son los siguientes:

Caso No. 02241-2020-00003

Dependencia Jurisdiccional: Sala Multicompetente De La Corte Provincial De

Justicia De Bolívar

Actor: Christian Gonzalo Orozco Taco

Demandados: Chimbolema Chimbolema Luis Medardo y Mora Monar Manuel

Mesías

Tipo de Acción: Acción de protección

Año de la causa: 2020

Año de estudio del Caso Práctico: 2021

1.1 Presentación del caso:
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Se pretende también, determinar los derechos vulnerados por un acto administrativo

que no se encontraba debidamente motivado; además, cómo esta situación en sentencia fue

valorada por los órganos jurisdiccionales.

A continuación, se detalla a breves rasgos lo que se hizo constar para la expedición

de la acción de personal No. 2093-DTH-GADCG, la cual separa de sus funciones al señor

Christian Orozco.

“El Sr. Luis Medardo Chimbolema; Alcalde del Cantón Guaranda, en uso de las
atribuciones establecidas en el Art. 60 literales a) y b) del Código Orgánico Territorial,
Autonomía y Descentralización; de conformidad con el artículo 47, de la Ley Orgánica de
Servicios Públicos, y Arts. 101 del Reglamento de la LOSEP; AUTORIZA: la Cesación de
Funciones del señor OROZCO TACO CHRISTIAN GONZALO, al cargo de Jefe de
Cultura y Deportes, 2,- A nombre del Gobierno Autónomo Descentralizado del Cantón
Guaranda expresa a usted el agradecimiento por sus valiosos servicios prestados a la
ciudadanía guarandeña.” (Tomado de la Causa No. 02241-2020-00003, foja 6)

Con oficio No. 010-DTH-GADCG-LR de fecha 20 de mayo de 2019. Suscrito por

la Directora de Talento Humado, la Ing. Ligia Rea Guamán, informó al señor Orozco, lo

siguiente:

“(…) Para su conocimiento y fines pertinentes de conformidad a lo establecido en el

Art. 47 de la Ley Orgánica de Servicio Público y Artículo 101 del reglamento de la LOSEP,

resuelve dar por terminado el Nombramiento Provisional al cargo de Jefe de CULTURA Y

DEPORTE…” (Tomado de la Causa No. 02241-2020-00003, foja 7.)
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1.2 Objetivo del análisis o estudio de caso

1.2.1 OBJETIVO GENERAL

Analizar la Acción de Protección en relación al derecho de motivación y seguridad

jurídica, interpuesta en contra de la acción de personal No. 2093-DTH-GADCG, la cual

resolvió dar por terminado el Nombramiento Provisional como Jefe de Cultura y Deporte.

1.2.2 OBJETIVOS ESPECÍFICOS

● Identificar los requisitos del test de motivación de un acto administrativo.

● Analizar los fundamentos de la sentencia No. 02241-2020-00003 misma que resolvió la

impugnación de la acción de personal No. 2093-DTH-GADCG, interpuesta por el señor

Christian Orozco.

● Establecer la diferencia entre la impugnación de un acto administrativo en la vía

Contencioso Administrativa y a través de una acción de protección.

●

3



Capítulo II

Contextualización del caso

2.1 Antecedentes del caso

Mediante un informe favorable de la Dirección de Talento Humano del Cantón

Guaranda, el exalcalde mediante la acción de personal Nro. 1490- GADCG-2018, de fecha

01 de marzo de 2018, extendió un nombramiento provisional al señor Christian Orozco

para ocupar el cargo de Jefe de Cultura y Deporte.

En la acción de personal se menciona al Reglamento General de la Ley Orgánica del

Servicio Público, número 18 letra c), la cual contempla “Para ocupar un puesto cuya partida

estuviere vacante hasta obtener el ganador del concurso de méritos y oposición, para esta

designación provisional será requisito básico contar con la convocatoria (…)” siendo este el

motivo que tenía el alcalde de ese entonces para otorgar el nombramiento al recurrente.

De esta manera el señor Orozco, ocupó el cargo que le fue asignado en el

Departamento de Cultura, Deportes y Recreación de la Dirección de Desarrollo

Comunitario y Gestión Social, hasta el año 2019.

Con fecha de 17 de mayo de 2019, a través de un acto administrativo, el nuevo

Alcalde decide cesar de las funciones asignadas al señor Orozco, fundamentado en las

normas del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización

(COOTAD) en donde señala el uso de las atribuciones establecido en el artículo 60 literales

a) ejercer la representación legal y judicial conjuntamente con el procurador síndico y b) se

le otorga de manera exclusiva la facultad legislativa; de igual manera indica el artículo 47

de Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP) los casos por el cual se podrá cesar de

manera definitiva a un servidor público, así como también el artículo 101 del Reglamento

de la LOSEP el cual indica que el artículo anterior produce efectos para cesar de las

funciones a un servidor.

Este acto fue notificado por la Directora de Talento Humano, a través del oficio No.

010-DTH-GADCG-LR, de fecha de 20 de mayo de 2019.

Después de nueve meses de expedido el acto administrativo por el alcalde, el señor

Orozco interpuso una acción de protección, alegando que el acto era nulo porque violentaba

lo que establece la Constitución y el Código Orgánico Administrativo (en adelante COA),

en lo que respecta a la motivación de los actos administrativos.
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2.2 Fundamentación teórica

2.3 Servidor público

Para comenzar con el análisis del caso, se debe partir por definir qué es un servidor

público. En la CRE en su artículo 229 se establece que “serán servidoras o servidores

públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten

servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público…” (Constitución

de la República del Ecuador, 2018)

Para el jurista Hernán Jaramillo (2005), servidor público “Es todo ciudadano

legalmente nombrado para prestar servicios remunerados en las instituciones de derecho

público o privado con finalidad social o pública (…)” (pág. 312)

De lo expuesto, se llega es establecer que servidor público es toda persona que

ingresa a una institución del Estado con la finalidad de prestar sus servicios en un área, a

cambio de una remuneración.

Para el ejercicio de un cargo público, según lo determinado en la Ley Orgánica del

Servicio Público en su artículo 16, inciso primero menciona lo siguiente “(…) se requiere

de nombramiento o contrato legalmente expedido por la respectiva autoridad nominadora.”

(Ley Orgánica del Servicio Público, 2016)

El señor Orozco, mantuvo una relación con la entidad municipal, a través de

contratos de servicios ocasionales, mismos que prestó desde el año 2105 y luego, mediante

acción de personal No. 1490-DTH-GADCG-2018, obtuvo un nombramiento provisional.

Según Granja Galindo (2006):

“El nombramiento de un servidor público en general, es un acto administrativo que da
origen a derechos y obligaciones entre el Estado y dicho servidor o funcionario. El acto de
nombramiento produce sus efectos completos, según la doctrina más exacta, desde el día en
que se expidió” (pág. 132)
El señor Orozco para ingresar a desempeñar sus funciones en el Municipio, lo hizo

por medio de un nombramiento provisional que en ese entonces lo expidió el alcalde

Ramsses Torres, para este estudio se debe mencionar las clases de nombramientos que

existe en nuestra legislación, es así, que en la LOSEP en su artículo 17 recoge los

nombramientos permanentes; provisionales; de libre nombramiento y remoción; y de

período fijo.

Es así que el nombramiento permanente, se otorga a través de un concurso de

méritos y oposición y se efectúa con su posesión del ganador al cargo.

5



Los nombramientos provisionales son aquellos que se otorgan para ocupar puestos

en el sector público de manera temporal sin generar estabilidad laboral. Siendo así aquel

que se determina cinco formas para otorgar un nombramiento provisional.

La primera condición que establece el artículo 17 de la LOSEP letra b)1, hace

mención que se podrá conceder el cargo hasta que la Sala de lo Contencioso Administrativo

en sentencia pronuncie su verdecito respecto al servidor público que se encuentre

suspendido de sus funciones o haya sido destituido.

Para que se cumpla la condición del literal b)2 debe estar a disposición el cargo del

servidor público que solicitó la licencia sin remuneración y este nombramiento culmina

cuando el titular retome a sus labores una vez que se ha cumplido el tiempo solicitado.

En este literal b)3 el nombramiento provisional que se otorgue a la persona que va a

ocupar el puesto de un titular el cual este designado a una comisión de servicio, tiene como

condición especial que no debe exceder del tiempo determinado.

Este grupo que hace referencia al literal b)4 comprende a los que determina el

artículo 141 inciso segundo de la Constitución de la República del Ecuador.

El nombramiento provisional expuesto en el literal b)5 establece que surte efecto

por un tiempo máximo de tres meses en la que el servidor público se somete a prueba para

tal efecto, es avaluado en el tiempo mencionado, si supera dicho tiempo se convertirá en

nombramiento definitivo, en el caso de no aprobar la prueba respectiva será cesado del

puesto. Y en el caso de que sea nombrado por ascenso, deben ser evaluados en un periodo

máximo de seis meses, si en ese tiempo se determina que no califica, lo reintegran al puesto

anterior.

Respecto al libre nombramiento y remoción es aquel que esta direccionado a los

servidores que se encuentran excluidos de la carrera del servicio público y son removidos

libremente del cargo que ocupan sin que configure como sanción disciplinaria o

destitución.

Finalmente, tenemos el nombramiento de período fijo, el cual consiste que los

titulares son nombrados a través de mandato legal, en las que ejecutan funciones específicas

que le han sido designadas.

Para el cese de funciones de los servidores públicos que han sido designados por

cualquiera de las clases de nombramientos que hemos tratado en líneas anteriores se
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encuentra establecido en el artículo 17 de LOSEP, es menester hacer énfasis respecto al

cese de sus funciones lo cual surte efecto en los casos que menciona el artículo 47 ibídem.

De acuerdo a lo que se ha venido estudiando el recurrente ingresó al Municipio para

ocupar un puesto vacante, y en la explicación que se da en la acción de personal, el alcalde

de ese entonces en uso de sus atribuciones hace énfasis en el artículo 17 de la LOSEP literal

b) subliteral b3) que indica que “para ocupar el puesto de la servidora o servidor que se

encuentre en comisión de servicios sin remuneración o vacante. Este nombramiento no

podrá exceder el tiempo determinado para la señalada comisión” (Ley Orgánica del

Servicio Público, 2016)

El Reglamento General de la Ley Orgánica del Servicio Público en el artículo 13

letra c) indica que se otorgará un nombramiento “para ocupar un puesto cuya partida

estuviere vacante hasta obtener el ganador del concurso de méritos y oposición, para cuya

designación provisional será requisito básico contar con la convocatoria. Este

nombramiento provisional se podrá otorgar a favor de una servidora, un servidor o una

persona que no sea servidor siempre que cumpla con los requisitos establecidos para el

puesto.”

2.4 Actos administrativos

Según lo indicado en líneas atrás, tanto un nombramiento como la decisión de cesar

en sus funciones al señor Orozco, constituyen actos administrativos. En este sentido el

artículo 98 del COA define al acto administrativo como “(…) la declaración unilateral de

voluntad, efectuada en ejercicio de la función administrativa que produce efectos jurídicos

individuales o generales, siempre que se agote con su cumplimiento y de forma directa. Se

expedirá por cualquier medio documental, físico o digital y quedará constancia en el

expediente administrativo.” (Código Orgánico Administrativo, 2017)

El jurista Secaira (2004), tiene un concepto acerca del acto administrativo que es “la

declaración unilateral de voluntad que expresa la administración pública y que genera

efectos jurídicos directos e inmediatos.” (pág. 178).

En el caso, el acto administrativo que fue la declaración unilateral que tenía el

alcalde para cesar de las funciones al Jefe de Cultura y Deporte, produjo efectos jurídicos,

pues se daba por terminada la relación laboral y su constancia fue documentada en un

instrumento conocido como acción de personal.
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De acuerdo al COA en su artículo 99, los actos administrativos deben cumplir con

determinados requisitos, entre estos: competencia, objeto, voluntad, procedimiento y

motivación. Tal y como se ha mencionado anteriormente, uno de los requisitos que no se

cumplió fue el de motivación.

La competencia, recae sobre la máxima autoridad para expedir este tipo de

decisiones, en este caso es el alcalde de la ciudad de Guaranda.

El objeto del acto administrativo, era cesar de las funciones que desempeñaba el

señor Orozco como Jefe de Cultura y Deporte.

Para exteriorizar la voluntad, como el tercer requisito de la validez que se menciona

en el artículo 99 del COA, se lo hizo mediante un acto administrativo.

El procedimiento es la formalidad del acto administrativo basándose en el respeto a

las normas enunciadas en el país.

La motivación del acto administrativo se basó en enunciar ciertos artículos de la ley.

Para explicar de mejor manera debo citar los numerales del artículo 100 del COA,

que hacen mención a lo que se debe observar para que el acto administrativo cumpla con

requisito de validez como lo es la motivación. La motivación consiste en:

“1. El señalamiento de la norma jurídica o principios jurídicos aplicables y la determinación
de su alcance. 2. La clasificación de los hechos relevantes para la adopción de la decisión,
sobre la base de la evidencia que conste en el expediente administrativo. 3. La explicación
de la pertinencia del régimen jurídico invocado en relación con los hechos determinados.”
(Código Orgánico Administrativo, 2017)
La motivación debe cumplir con todos estos requerimientos que exige la norma

vigente, en el caso que se está estudiando el acto administrativo que desvincula al señor

Orozco cita ciertos artículos, como las atribuciones del alcalde y sobre la cesación de

funciones de un servidor público, pero surgen ciertas preguntas como, por ejemplo: 1) ¿Es

suficiente el mencionar los artículos para que el acto administrativo sea válido? 2) ¿Dónde

está la explicación de los hechos y la norma aplicable? 3) ¿Cuál fue la medida para que el

alcalde adoptará cesar de las funciones al señor Orozco?

Dichas preguntas, se buscarán contestar a lo largo del presente trabajo y de manera

puntual en sus conclusiones.

2.5 Derecho a la motivación

En la CRE, en su artículo 76 define las garantías básicas del debido proceso. En

específico en el numeral 7, se determina que todas las personas tienen derecho a la defensa.
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En el literal l) se garantiza el derecho a la motivación. Por medio de esto los poderes

públicos están obligados a enunciar las normas o principios jurídicos. Además de la

explicación de los hechos, el no cumplir con estos requerimientos se tendrá como resultado

la nulidad de los actos administrativos, resoluciones o fallos, así lo menciona la propia

Constitución, y además el COA en su artículo 105, que indica que es nulo todo acto

administrativo contrario a la Constitución y a la ley.

Partiendo del mencionado artículo en la explicación que hace el alcalde de

Guaranda, se dedicó a citar varios artículos, pero no a detallar cuál es la relación de los

hechos para que se tomé la medida de cesar de las funciones al recurrente.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante Corte IDH) indicó que

“La motivación es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una

conclusión.” (Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, 2007, pág. 24).

El derecho a la motivación, es abarcar aspectos de dar razón y lógica al tema que se

va a tratar, es decir, fundamentar por qué se toma una decisión y cuáles son las normas en

que se basa para tener un respaldo en su accionar.

Sobre la garantía y del derecho a la motivación de las decisiones de las autoridades

públicas, la Corte Constitucional ha establecido lo siguiente:

“Una de las tareas primordiales de fundamentar toda sentencia o acto administrativo es la
de proporcionar un razonamiento lógico y, de cómo las normas y entidades normativas del
ordenamiento jurídico encajan en las expectativas de solucionar los problemas o conflictos
presentados, conformando de esta forma un derecho inherente al debido proceso, por el cual
el Estado pone a disposición de la sociedad las razones de su decisión(…)” (Sentencia No.
025-09-SEP-CC, 2009, pág. 11)
La Corte Constitucional como órgano máximo de control constitucional considera el

derecho de motivación, como una garantía fundamental del debido proceso. Es decir,

motivar es dar una justificación a la decisión que se tomó. De esta manera se debe dar una

explicación concreta, para las Administraciones Públicas se basen en argumentos racionales

y legales al tomar sus decisiones.

La motivación debe cumplir con tres requisitos, así lo determina la Corte:

“ (…) a) Razonabilidad, el cual implica que la decisión se encuentre fundamentada en
principios y normas constitucionales, sin que puedan incluirse criterios que contradigan
dichos principios; b) Lógica, en el sentido de que la decisión se encuentre estructura de
forma sistemática, en la cual las premisas que la conforman mantenga un orden coherente y,
c) Comprensibilidad, requisito que exige que todas las decisiones judiciales sean elaboradas
con un lenguaje claro y sencillo, que permita su efectivo entendimiento por parte del
auditorio social. ” (Sentencia No. 062-14-SEP-CC, 2014, pág. 9)
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Con lo expuesto se puede decir que la motivación es un mecanismo que protege y

ampara a las personas que están a travesando por un proceso legal o un acto administrativo,

evitando que se vulnere esta garantía básica consagrada en la Constitución y las demás

leyes del país.

El acto administrativo que expidió el alcalde del cantón Guaranda vulneró el

derecho a la motivación al no cumplir con los requisitos que la Corte Constitucional en

sentencia ha determinado. De esta manera, se evidencia que no se fundamenta la acción de

personal que desvinculo al señor Orozco de sus funciones.

El mencionar ciertos artículos de la ley no garantiza que el acto administrativo se

haya motivado de manera correcta, para esto se necesita que dicho acto se estructure con

fundamentos razonables en artículos y que estos sean explicados con un lenguaje claro y

preciso, que tenga coherencia y las ideas se encuentren organizadas.

Lo expuesto en el acto administrativo en relación al derecho de motivación en el

estudio de caso, se observa que dicho derecho fue vulnerado por parte del alcalde. Siendo

esta la razón que llevo al señor Orozco interponer una acción de protección.

2.6 Derecho a la seguridad jurídica

Es importante hablar sobre la seguridad jurídica en los actos administrativos. La

Constitución de 2008, en el artículo 82, especifica que la seguridad jurídica: “(…) se basa

en el respeto a la Constitución. Además del respeto de la existencia de normas jurídicas

previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes” (Constitución de la

República del Ecuador, 2018)

Con base a lo que expresa la Constitución se puede deducir que la seguridad jurídica

es la existencia de una norma superior que ordena que se cumpla las demás normas de

manera clara y precisa, tiene que ser respetada por las autoridades competentes. Para de

esta manera dar tranquilidad en la aplicación de las leyes, como por ejemplo, en el acto

administrativo, el alcalde del cantón Guaranda no respetó el derecho a la seguridad jurídica

al incumplir con lo establecido en la CRE en su artículo 76 numeral 7 lietral l) y en el COA

en los artículos 99 y 100.

Nuestra Constitución ampara este derecho, siendo su objetivo el respeto de las

normas jurídicas que rigen en nuestro país, así lo determina Carlos Gallego Marín (2012),

la seguridad jurídica “es entendida como un estado psíquico en el que los seres humanos
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“perciben” satisfacción y tranquilidad por observar como se garantiza y, a su vez, como se

materializa el catálogo de valores que posee el ordenamiento jurídico…” (pág. 76)

Como lo han mencionado, se puede llegar a un concepto acerca de la seguridad

jurídica, teniendo la convicción que el Estado a través de su Constitución será el encargado

de velar por aquellos derechos de los ciudadanos. Tomando la definición del docente

investigador José López Oliva (2011) tenemos lo siguiente “La Seguridad Jurídica es un

principio conocido en el área del derecho, que representa la certeza del conocimiento de

todo lo previsto como prohibido, mandado y permitido por el denominado poder público.”

(pág. 123)

La idea concreta de seguridad jurídica se embarca a la protección que tiene un

pueblo al momento de saber que sus derechos no serán violentados y que el poder público

no resabrá lo que está permitido en la ley.

De esta manera, al señor Orozco se le violenta este derecho al momento en que la

autoridad competente, en este caso el alcalde de Guaranda, no cumple lo que establece el

artículo 82 de la CRE.

Al inobservar el mandato legal hay una clara vulneración a la seguridad jurídica,

pues el respeto a la Constitución y su aplicación paso por alto al momento que el alcalde

Chimbolema expidió la acción de personal que cesa de las funciones al señor Orozco.

La debida aplicación a lo que establece la norma respecto a un acto administrativo

se ha violentado de manera que el incumplimiento a la Constitución vulnera el derecho a la

seguridad jurídica.

2.7 Acción de protección

El señor Christian Orozco alega en su defensa que presentó la acción de protección

porque es el medio eficaz para que se declaren los derechos vulnerados, aquellos que se ha

venido mencionado a en el presente estudio de caso. De esta manera se detallará la norma

aplicable para que se pueda interponer la acción y sus requisitos.

Se puede acceder a una acción de protección, en las circunstancias que exista la

vulneración de los derechos constitucionales. Basado en la CRE esta establece en el Art 88,

lo siguiente:

“La acción de protección tendrá por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos
reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista una vulneración de
derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier autoridad pública no judicial;
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contra políticas públicas cuando supongan la privación del goce o ejercicio de los derechos
constitucionales; y cuando la violación proceda de una persona particular, si la violación del
derecho provoca daño grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación
o concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación, indefensión o
discriminación.” (Constitución de la República del Ecuador, 2018)
La acción de protección tiene la función de garantizar a las personas o a la

colectividad el cese de la vulneración de sus derechos, respetando los derechos

constitucionales, es por eso de gran importancia saber cuáles con los requisitos para poder

interponer esta acción, así está establecido en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales

y Control Constitucional, en su artículo 40.

“Requisitos. - La acción de protección se podrá presentar cuando concurran los siguientes
requisitos: 1. Violación de un derecho constitucional; 2. Acción u omisión de autoridad
pública o de un particular de conformidad con el artículo siguiente; y, 3. Inexistencia de
otro mecanismo de defensa judicial adecuado y eficaz para proteger el derecho violado.”
(Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 2009)
La acción de protección que presentó el señor Orozco tenía como finalidad que sus

derechos sean reconocidos en sentencia, derechos que se vulneraron por parte del alcalde

del cantón Guaranda. Como se mencionó en los requisitos de la acción de protección para

que esta se pueda presentar debe incurrir en la violación de un derecho constitucional,

requisito del numeral uno del artículo 40 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y

Control Constitucional

En el primero requisito para presentar la acción de protección encaja el caso

estudiado, pues, se trata de derechos reconocidos en la Constitución y que estos a su vez se

vulneraron en el acto administrativo.

Con lo expuesto se determina que el derecho constitucional vulnerado es el de la

motivación, en virtud que la decisión tomada por el señor alcalde no se adecua a lo que

determina la Constitución de la República del Ecuador, el Código Orgánico Administrativo

y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, por ende no se ha respetado la seguridad

jurídica, violentado e incumpliendo los preceptos legales de nuestro ordenamiento jurídico

ecuatoriano y de los tratados internacionales, que se ha mencionado en los párrafos

anteriores, en los cuales se cita con claridad y objetividad la normativa que hace referencia

al presente caso.

2.8 Acción de plena jurisdicción o subjetiva
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Respecto a la acción de plena jurisdicción o subjetiva que se está estudiando, la

tratadista Elena Durán (2016) menciona que “(…) tiene como fundamento la lesión de un

derecho subjetivo y con él se persigue el reconocimiento de una situación jurídica

individualizada frente al abuso de la administración.” (pág. 26)

De igual manera, en relación al acto administrativo motivo de análisis, la Gaceta

Judicial. Año XCVI. Serie XVI. Nro. 5 expone de manera clara y objetiva que el recurso de

plena jurisdicción es procedente cuando este acto sea “(…) individual, concreto, particular,

que inciden sobre un derecho subjetivo referentes a personas individualizadas y

determinadas.” (pág. 1380)

Por tal razón, al emitir la notificación del acto administrativo que cesó de las

funciones al señor Orozco, se constata que se vulnero un derecho subjetivo, en tal virtud

para dejar sin efecto dicho acto, el afectado debió impugnar ante el contencioso

administrativo, pues así lo establece el Código Orgánico General de Procesos en su artículo

326 numeral 1, respecto al trámite para seguir esta acción, en el que textualmente define el

amparo de este derecho “(...) presuntamente negado, desconocido o no reconocido total o

parcialmente por hechos o actos administrativos que produzcan efectos jurídicos directos.

Procede también esta acción contra actos normativos que lesionen derechos subjetivos.”

(Código Orgánico General de Procesos)

El señor Christian Gonzalo Orozco Taco, al ser un servidor público que prestaba sus

servicios en el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del cantón de Guaranda, al

no estar de acuerdo con el acto administrativo que fue notificado por parte de la directora

de talento humano de la institución, debió haber presentado su impugnación ante el Tribual

Contencioso Administrativo y Tributario con sede en la cuidad Ambato.

El Tribunal que hemos hecho referencia es competente para tramitar la impugnación

de acuerdo a la Resolución 085-2015 del Consejo de la Judicatura en su artículo 2 establece

que “las juezas y jueces que integran el Tribunal Contencioso Administrativo y Tributario

con sede en el cantón Ambato, serán competentes en razón del territorito para las

provincias de Chimborazo. Bolívar. Pastaza, Cotopaxi y Tungurahua.” (Consejo de la

Judicatura, 2015)

La acción de plena jurisdicción o subjetiva era viable para impugnar el acto

administrativo, pero el Código Orgánico General de Procesos en su artículo 306 estable el
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término de “(…) noventa días, contados a partir de día siguiente a la fecha en que se

notificó el acto impugnado” (2019), el señor Orozco al no haber presentado en el término

oportuno, opta por presentar una acción de protección.

2.9 Preguntas de investigación

¿El acto administrativo expedido por el Municipio de Guaranda que desvinculó al

señor Christian Orozco fue motivado?

¿La vía idónea para impugnar el acto administrativo que desvinculó al Señor

Orozco era la acción de protección o la acción de plena jurisdicción o subjetiva ante los

Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo?

¿Qué analizaron los jueces para negar la acción de protección y correspondiente

impugnación al acto administrativo que desvinculó al señor Orozco?
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Capítulo III

Descripción del trabajo investigativo realizado

3.1 Redacción del Cuerpo del estudio de caso

En el presente estudio de caso se pudo analizar de una manera detallada, los

derechos que se violentaron en un acto administrativo expedido por la autoridad

competente en este caso el alcalde del cantón Guaranda, en el mencionado acto se autoriza

el cese de funciones del señor Christian Gonzalo Orozco Taco quien tenía un

nombramiento provisional para desempeñar el cargo de Jefe de Cultura y Deporte.

Como se ha mencionado, la vulneración de los derechos en la acción de personal

trajo consigo que el señor Orozco interponga una acción de protección después de nueve

meses que fue notificado que su relación laboral con el Municipio del cantón Guaranda

había terminado.

La Constitución y la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control

Constitucional no han determinado algún plazo o término para que la acción sea planteada,

por lo tanto, se considera que transcurrido el tiempo en que se haya vulnerado algún

derecho esta puede ser presentada.

La motivación en el acto administrativo que se dio con fecha de 17 de mayo de

2019, no cumplió con la garantía básica que establece la Constitución, de igual manera lo

que estipula el Código Orgánico Administrativo, el acto no cumplía con unos de los

requisitos de validez, siendo así que este acto era nulo.

La razón porque se desvinculó al señor Orozco de sus funciones jamás fue expuesta

en el acto administrativo, recordemos que la acción de personal que se estudió solo

contempla artículos del COOTAD, LOSEP y el Reglamento de la LOSEP. Por este motivo

la motivación no existió.

Para fundamentar y explicar las razones para separar al señor Orozco de su cargo

como Jefe de Cultura y Deporte, no fueron señaladas conforme lo establece la ley y la

jurisprudencia.

Se menciona al derecho de la seguridad jurídica como uno de los derechos

relacionados al tema de estudio, porque al no cumplir con uno de los requisitos de

motivación, pues se vulneraba la seguridad jurídica al no tener la certeza y la tranquilidad
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que el proceso administrativo no estaba cumpliendo con los parámetros establecidos en la

ley.

De esta manera, la acción de protección que presentó el señor Orozco en contra de

Medardo Chimbolema, alcalde de Guaranda y Manuel Mora en calidad de Procurador

Síndico, fue declarada sin lugar, sin embargo, en la apelación se obtuvo un voto salvado,

pero no fue suficiente para que su recurso sea aceptado.

Es importante mencionar que el voto salvado del juez menciona sobre los derechos

vulnerados en el acto administrativo, menciona que, si bien es cierto que un nombramiento

provisional no da estabilidad laboral, pero debía haber respetado a que se declare un

ganador del concurso de méritos y oposición para que el señor Orozco pueda salir de las

funciones que desempeñaba en el Municipio del cantón Guaranda.

Respecto a la motivación, el juez en su voto salvado establece que el acto

administrativo carece de motivación y no existe razón explicita, ni implícita que

fundamente el cese de funciones. De igual manera, el derecho a la seguridad jurídica, que

se vulneró en el presente caso.

También ha optado por realizar un examen de constitucionalidad del caso, en donde

existen tres caminos de análisis que reconocen los derechos que el accionante alego que se

habían violentado.

De acuerdo al voto salvado por parte del juez es muy coherente en su resolución, al

examinar de manera detallada los hechos que se presentaron en la acción de protección.

3.2 Metodología

En el presente estudio de caso se utilizaron diferentes métodos que permitieron

recopilar información, los métodos utilizados son los siguientes:

● Analítico. – Este método se utilizó con el fin de analizar el estudio de caso y buscar

posibles soluciones, haciendo evaluaciones de los hechos concretos con las normas

que rigen en nuestro Estado.

● Sintético. – Método que facilitó en resumir los detalles de la investigación, haciendo

pequeños grupos en los que se debía investigar.

● Bibliográfico. - Se recopila información en textos jurídicos, de autores que

ayudaron a comprender e identificar ciertos temas, ya sean estos en documentos

físicos como en digitales.

16



Capítulo IV

Resultados

4.1 Resultados de la investigación realizada

Para poder comprender de mejor manera los resultados de la investigación del

presente caso, se debe detallar cada preguntar planteada en el capítulo II, como se lo hace a

continuación.

¿El acto administrativo expedido por el Municipio de Guaranda que

desvinculó al señor Christian Orozco fue motivado?

No fue motivado, para que el acto administrativo tenga validez debía cumplir con el

artículo 76 numeral 7 literal l) que es la garantía básica de la Constitución de la República

del Ecuador, así como fundamentar en el marco de la ley la decisión que se tomó para el

cese de funciones, también se tuvo que respetar los requisitos de validez en el acto

administrativo, que se establece en el Código Orgánico Administrativo.

Este acto administrativo era contrario a la Constitución y a la ley, violentaba el

derecho a la motivación, el señor Luis Medardo Chimbolema, alcalde del cantón de

Guaranda, en su explicación no justifica de manera razonada la decisión que tomó para

cesar de las funciones al señor Orozco.

El acto administrativo que expidió el alcalde del cantón Guaranda, carecía de

motivación, ya que por enunciar ciertos artículos de la ley que justifican sus atribuciones no

es igual a fundamentar de su decisión para cesar al señor Orozco de las funciones que

realizaba en el municipio.

Es por esto que la motivación es el impulso por el cual se presentó la acción de

protección, al evidenciar de manera clara la violación al derecho constitucional que se

estaba cometiendo.

El acto administrativo emitido por parte del alcalde del cantón Guaranda, es un

ejemplo de en el que se constata la violación del derecho a la seguridad jurídica y la

motivación, de esta manera se recalca que el deber de los jueces es la de hacer cumplir los

preceptos legales que se encuentran en la normativa.

Con lo expuesto, los jueces al no dar lugar a la acción de protección, se tiene la

certeza que existe la equivocación por parte de los administradores de justicia, al no
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garantizar la protección de los derechos vulnerados, los mismos que están reconocidos en la

Constitución.

¿La vía idónea para impugnar el acto administrativo que desvinculó al Señor

Orozco era la acción de protección o la acción de plena jurisdicción o subjetiva ante

los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo?

Las dos vías eran idóneas para impugnar el acto administrativo que desvinculó al

señor Orozco, ya que se trata de un derecho subjetivo que ha sido violentado, partiendo con

la presentación de la demanda ante el Contencioso Administrativo por tratarse de una

acción de plena jurisdicción o subjetiva, pero al no haber sido planteada en el término

oportuno de hasta noventa días luego de haber sido notificado con el cese de sus funciones

como Jefe de Cultura y Deporte, prescribió el derecho para interponer la antes mencionada

acción.

Sin embargo, es menester acotar que, si la acción de plena jurisdicción o subjetiva

no ha sido presentada en el término previsto por la ley, existe otra vía idónea para hacer

prevalecer los derechos constitucionales que han sido vulnerados, esta es la acción de

protección, la misma que se interpone para garantizar y resarcir aquellos derechos

transgredidos.

¿Qué analizaron los jueces para negar la acción de protección y

correspondiente impugnación al acto administrativo que desvinculó al señor Orozco?

Analizaron las funciones que venía desempeñando el señor Orozco, en base a la

teoría del caso expuesto por el síndico de la Municipalidad de Guaranda el cual expuso que

el alcalde en uso de sus atribuciones y amparándose en el artículo 60 del COOTAD y

artículo 47 de la LOSEP podía cesar de las funciones al accionante. Así como también

analizaron que la acción de protección propuesta no cumplía con los requisitos que

establece la ley, por lo que no dieron lugar a la demanda presentada.

La acción de protección es la vía idónea para garantizar que no se vulneren los

derechos establecidos en la Constitución de la República del Ecuador, por ende, los jueces

constitucionales están para dar estricto cumplimiento a las disposiciones legales

establecidas en nuestra Carta Magna. Por tal razón el señor Orozco al plantear la

mencionada acción expone y justifica con el acto administrativo expedido por el señor

alcalde del cantón Guaranda, vulneró el derecho a la motivación y la seguridad jurídica.
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Los jueces, al momento de emitir su fallo debieron haber declarado con lugar la

acción de protección, debido a que los fundamentos de hecho y de derecho cumplen con las

formalidades de ley que se requieren para justificar la pretensión.

Por tal razón, con lo expuesto los operadores de justicia no aplicaron correctamente

la normativa, de esta manera dejaron que el acto administrativo que desvinculo al señor

Orozco, violente los derechos constitucionales que fueron transgredidos por parte de la

máxima autoridad del municipio del Guaranda.

4.2 Impactos de los resultados de la investigación

La investigación realizada en el presente trabajo ha sido de gran importancia, se

puede observar como el sistema de justicia en nuestro país tiene falencias. Si bien es cierto

el señor Orozco debía haber impugnado su acción de personal en el contencioso

administrativo, la misma que al estar prescrita no se pudo tramitar la causa por esta vía. Y

al ser un caso que violenta derechos constitucionales nuestra legislación garantiza que se

puede presentar una acción de protección para el cese de los derechos vulnerados.

Con lo mencionado, el acto administrativo no cumplía con los parámetros que se

establece en la ley y la jurisprudencia, vulnerando derechos establecidos en nuestra

Constitución, haciendo que la seguridad jurídica se violente al no respetar lo que se

menciona en la norma ecuatoriana

Si bien en cierto, la acción de protección garantiza que los derechos que se crean

vulnerados sean respetados y que los jueces que conozcan de aquella causa sean los que

resuelvan las controversias planteadas. Pero en este caso específico, es lo contrario, dejaron

que el acto administrativo expedido por el alcalde del cantón Guaranda vulnere los

derechos constitucionales del accionante.
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Conclusiones

1. El acto administrativo debe cumplir con los requisitos de la normativa, de

igual manera, la Corte Constitucional en su jurisprudencia ha establecido el test de

motivación que se debe aplicar. Por esta razón, se observa que el acto expedido por parte

del alcalde del cantón Guaranda carece de razonabilidad, compresibilidad y lógica.

2. Por parte de Tribunal se evidencia que los fundamentos se enmarcan en dar a

conocer los requisitos y procedencia de la acción de protección, así como también el

trámite que se debía seguir en vía administrativa. Sin embargo, respecto a la seguridad

jurídica y de motivación el Tribunal no reconoce que los derechos han sido violentado en

perjuicio del accionante, dejando que los derechos constitucionales sean vulnerados por

parte de la administración pública. Sin tener en cuenta que la acción de protección garantiza

de manera eficaz los derechos constitucionales, es así, que la acción que se interpuso era el

mecanismo idóneo para proteger los derechos violentados.

3. Al lesionarse un derecho subjetivo, el Contencioso Administrativo tramita la

acción de plena jurisdicción o subjetiva. Siendo la vía eficaz para planear la acción en el

tiempo que estipula la ley.
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